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                                         Expte.8019.-

                                                           Reg. int. 114(S)


En la ciudad de Necochea, a los 27 días del mes de noviembre de dos mil siete, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial, y de Garantías en lo Penal, en acuerdo ordinario a efectos de dictar sentencia en los autos caratulados: “CICCARONI; Rubén Armando c/AZPITARTE, Elba Carmen s/Inc. Causa Civ. y Com.” habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial, resultó del mismo que el orden de votación debía ser el siguiente: Señores Jueces Doctores Humberto Armando Garate, Hugo Alejandro Locio y Fabián Marcelo Loiza.



El tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S 



1a. ¿Es justa la resolución de fs. 48?



2a. ¿Qué pronunciamiento corresponde?.



A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:



Por vía apelativa agravia la interlocutoria (fs. 48) que declara la incompetencia para entender en la pretensión de fijación de honorarios profesionales por trabajos extrajudiciales del profesional abogado que invoca el trámite de un expediente jubilatorio correspondiente a la demandada. 



Se inhibe el juez para lo que argumenta que la competencia le corresponde a la Justicia Federal en atención a la materia sobre la que versaran los trabajos extrajudiciales (fs. 48). Funda su postura en los arts. 4 y 352 del CPCC.



Contra ese decisorio se alza el profesional (fs. 49) fundando agravios a fs. 50/52 vta..

AGRAVIOS: 



Agravia –Perogrullo de por medio- la incompetencia declarada.

FUNDAMENTOS: Se argumenta que las tareas prestadas constituyeron trabajos extrajudiciales que deben ser remunerados conforme lo dispuesto en el art. 55 del Dto. Ley 8904. Se alude al concepto de competencia y a la excepcionalidad y taxatividad de la federal (arts. 116 y 117 de la C.N.) que solo correspondería de afectarse intereses y conveniencias generales o de demandar al Estado Nacional o de afectarse bienes de la Nación. 



Se agrega que se ha afectado el libre ejercicio de la profesión garantizado legalmente en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires y por ello se reclaman honorarios al amparo del Dec. Ley 8904.



Invocando precedentes del cimero tribunal del Estado Federal se aduce que la competencia debe examinarse en base a los hechos que contiene la demanda y, luego, del derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, en la medida en que se adecue a los primeros (fs. 52). 



Corolario: Se propone al tribunal revocar la interlocutoria en cuestión.

DE LA DECISIÓN: Aun cuando sea cierto que el art. 55 de la ley arancelaria dispone que la petición de fijación de honorarios extrajudiciales debe hacerse ”ante el juez competente en razón de la materia” no me parece acertada la conclusión del a quo.



Esa previsión normativa no altera la verdadera esencia de la relación abogado-cliente que resulta ser eminentemente privada pudiendo configurar mandato, locación de obra o de servicios según o un contrato multiforme, según sea el caso, pero siempre de carácter privado (arts. 1197, 1237, 1623, 1869, 1889 del C.C.; Trigo Represas, Félix A. “Responsabilidad civil del Abogado”, págs. 109 y sgtes.) .



El hecho de que un particular contrate a un abogado a fin de que le efectúe un trámite jubilatorio no implica per se que –de suscitarse un litigio judicial derivado de esa encomienda- deba, necesariamente, intervenir la justicia federal.



Trata el caso de dos relaciones jurídicas diferentes e independientes entre sí, una la que vincula al cliente con la Anses o el organismo administrativo de intervención y la otra la que relaciona al abogado con su cliente. Por la primera un particular reclama del Estado el cumplimiento de un derecho subjetivo siendo consecuentemente el vínculo eminentemente administrativo y alcanzado por la justicia, local o federal, según sea el sujeto del Estado al que se le efectúa el reclamo; la segunda es una relación esencialmente privatística que de motivar un conflicto apareja la intervención de la justicia provincial o local. 



En ese sentido se ha expedido la jurisprudencia que he podido consultar:



“La demanda iniciada con el objeto de que se regulen los honorarios profesionales originados en una gestión ante el organismo previsional tendiente a tramitar un beneficio jubilatorio, está regida por normas de derecho común y no de derecho laboral o de la seguridad social, toda vez la jurisprudencia ha calificado a la relación entre un profesional del derecho y su cliente como una locación de obra (cfr. Fallos 307:2366 y C.N.A.Civ., Sala D, sent. del 18.10.94, "L. de B., N. y B., I."). En consecuencia, corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil entender en la cuestión referida” ("CASILLAS, AMBROSIO EDUARDO c/SCAVUZZO, JOSE ANTONIO", 16/12/96, sent. int. 44568, C.F.S.S., Sala II). 



La doctrina (Raúl O. Tetamanti- Néstor Oscar Costa”, “La competencia. “Análisis Jurisprudencial y legislativo del Instituto en la Corte Suprema y en los fueron Civil, Comercial, Federal, Especial y Laboral”, Ed. Pensamiento Jurídico, pág. 133) cita como siguiendo esa misma postura numerosos precedente (C. N. Esp. Civ. Y Com., “Pérez, María E. c. Gómez, Arturo s. Sumario”, expdte. 7082/83, Rg. Sec. Gral. “Álvarez Suffioti, Daniel c. Iborra, José Ordinario”, expdte. 7061, 28.2.83, 12.12.81; “Losino, Alejandrina B. c. Castillo, Ernesto, expdte. 7009/82 y otros; también se pude ver en el mismo sentido “Honorarios del Abogado. Trabajos extrajudiciales. Sumario”, LL t. 154 pág. 700/01 sumarios 14 y sgtes.). 



En el orden provincial la sala 2ª de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Azul, si bien no resolviendo una cuestión de competencia se expidió favorablemente respecto de la pretensión de fondo en autos “Banach, Marisa c. Requena, Mónica Sara, causa 50961, sent. Del 5.9.07.”). 



Por todos esos fundamentos propicio se revoque la sentencia interlocutoria de fs. 48 declarando que le corresponde entender en el proceso a la justicia local y, específicamente, al a quo. Sin costas por no existir controversia. 



Por las consideraciones expuestas, a la cuestión planteada voto por la NEGATIVA.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Locio votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Loiza votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:



Corresponde revocar la resolución de fs. 48 y declarar que le corresponde entender en el proceso a la justicia local y, específicamente, al a quo. Sin costas atento no existir contradicción (art. 68 CPC).



ASI LO VOTO.



A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Locio votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Loiza votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Necochea, 27 de noviembre de 2007.



VISTOS Y CONSIDERANDO: Por los fundamentos expuestos en el precedente acuerdo, se revoca la resolución de fs. 48 declarándose que le corresponde entender en el proceso a la justicia local y, específicamente, al a quo. Sin costas por no existir contradicción (art. 68 CPC). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 CPC). Devuélvase. FDO. SRES. JUECES DRES. LOCIO-GARATE-LOIZA-Dra. María Laura Cuence-Secretaria-

